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RESUMEN

Este artículo repasa los hechos más importantes del año en Colombia, principal-
mente la implementación del Acuerdo de Paz firmado entre el presidente Juan Ma-
nuel Santos y las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC) en 2016. 
La primera parte del artículo hace un balance de la implementación. La segunda 
parte repasa los principales indicadores económicos y algunos hechos que impac-
taron la economía nacional. La tercera y cuarta parte discuten las transformaciones 
del Gabinete Ministerial y la producción legislativa, respectivamente. La quinta 
parte discute la relación bilateral de Colombia con Estados Unidos y las consecuen-
cias de la crisis Venezolana. La última sección ofrece algunas reflexiones sobre los 
temas que impactaran al nuevo gobierno colombiano. 
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ABSTRACT

This article summarizes the political developments that took place in Colombia during 2017 
and highlights the implementation of the Peace Accord signed between the Government of 
Colombia and the Revolutionary Armed Forces of Colombia (FARC) in 2016. The first sec-
tion assesses of the implementation of the accord. The second section focuses on the perfor-
mance of the main economic indicators during 2017. The third and fourth sections discuss 
changes to the President’s Cabinet and the Legislative agenda, respectively. The fifth section 
reviews the relationship between Colombia and the United States, as well as the impact of 
the crisis in Venezuela. Finally, the article provides final thoughts about the issues that will 
influence the new administration of Colombia.
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I.	 INTRODUCCIÓN

El 2017 fue un año de incertidumbre. Superadas las dificultades de la firma 
del Acuerdo de Paz con las FARC, el país esperaba expectante las reformas 
asociadas con su implementación. Los estudios sobre conflictos señalan 
que la incertidumbre que rodea los cambios institucionales propios de la 
implementación de acuerdos de paz pone a prueba la voluntad de las partes, 
principalmente las guerrillas. En la mayoría de los casos, la desconfianza da 
lugar a la reactivación de los conflictos. Así, las probabilidades de alcanzar una 
paz duradera están relacionadas con el avance en la implementación (Walter 
2002). Por estas razones, el 2017 fue importante para Colombia, pues reveló 
grandes obstáculos para la puesta en marcha implementación del acuerdo y, de 
este modo, la posibilidad de su fracaso. 

Aunque la administración del presidente Juan Manuel Santos contó con un 
procedimiento legislativo especial para agilizar la implementación del acuerdo,1 
la complejidad del entorno doméstico y externo dificultó este proceso. Primero, 
las divisiones en torno al acuerdo con las FARC se profundizaron, fortaleciendo a 
los partidos de oposición en el Congreso. Esto le restó capital político al gobierno 
y obstaculizó la aprobación de varios proyectos de ley. Así, mientras los temas 
relacionados con el cese del conflicto avanzaron, otras iniciativas importantes 
no se concretaron. Las fallas de la implementación generaron incertidumbre 
sobre la viabilidad de la de las reformas contempladas en el acuerdo.

Adicionalmente, hubo serias dificultades en materia de seguridad y presencia 
estatal en varias regiones del país. Aunque a nivel nacional la violencia disminuyó, 
el vacío dejado por la desmovilización de las FARC generó el reacomodamiento 
del poder territorial y, en consecuencia, incrementó los enfrentamientos 
armados entre actores ilegales. Esta violencia golpeó especialmente a los líderes 
sociales: los asesinatos selectivos contra defensores de derechos humanos se 
incrementaron de forma vertiginosa. Finalmente, las relaciones de Colombia con 
Estados Unidos y Venezuela impactaron la viabilidad de políticas relacionadas 
con temas incluidos en el Acuerdo de Paz, concretamente el manejo de los 
cultivos de coca y los recursos financieros para la paz. 

Este artículo repasa estos eventos así como el impacto de ellos en el proceso de 
implementación del acuerdo. Para ello, está dividido en cinco partes. Primero, 
el artículo identifica los avances y desafíos de la implementación del Acuerdo 
de Paz. La segunda parte repasa los principales eventos que afectaron la 
economía nacional. La composición del gobierno y la producción legislativa son 
discutidas en la tercera y cuarta sección, respectivamente. La quinta revisa el 
entorno internacional. El artículo cierra con algunas reflexiones sobre el impacto 
de los eventos de 2017 en el futuro del acuerdo bajo la nueva administración que 
se elija en las elecciones de 2018. 

1	 Para una descripción de este mecanismo ver Rodríguez-Raga (2017).
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II.	 LA IMPLEMENTACIÓN DEL ACUERDO DE PAZ 

El Acuerdo de Paz firmado entre el Gobierno y las FARC consiste en seis puntos: 
reforma rural integral, participación política, cese al fuego y de hostilidades, 
solución al problema de las drogas ilícitas, víctimas y mecanismos de 
implementación y verificación (Alto Comisionado para la Paz 2016). El año se 
inició con la expectativa sobre la agenda que el presidente Santos propondría 
al Congreso para adoptar las leyes y reformas constitucionales necesarias 
para implementar los contenidos de estos puntos. Aunque se esperaba que el 
procedimiento legislativo especial para la paz, conocido como fast track, facilitara 
dicha implementación, en realidad la negociación política resultó más compleja 
de lo esperado. Hay varias razones que explican esta complejidad.

En primer lugar, la administración llegó al final de su mandato sin respaldo 
político. A la baja popularidad del gobierno registrada en 2016 (Rodríguez-Raga 
2017) se sumó el tema de la corrupción. En enero, el escándalo de la compañía 
brasileña Odebrecht involucró, entre otros políticos colombianos, al presidente. 
Según documentos revelados en 2016, la campaña de reelección del mandatario 
en 2014 habría recibido un millón de dólares de esta compañía brasileña (El 
Espectador 2017, 25 de julio). La noticia impactó la percepción nacional: en 
2017, Colombia bajó seis puestos en el Índice de Percepción de la Corrupción 
(Transparencia Internacional 2018). La baja popularidad no repuntó durante el 
año: los niveles de aprobación más altos se registraron en marzo, cuando el 
gobierno alcanzó un 24% de aprobación (YanHass 2017). Inclusive en el tema 
de la implementación de la paz la opinión pública fue negativa: el 70% de los 
encuestados descalificó la gestión del gobierno (León 2017). Esto fortaleció a los 
sectores políticos que se opusieron a la administración Santos y al Acuerdo de 
Paz.

En segundo lugar, tanto el fin del periodo presidencial como las elecciones 
de 2018 limitaron el margen de maniobra político de la administración. La 
oportunidad de participar en las elecciones motivó la renuncia de varios 
ministros, quienes habían sido clave para impulsar importantes proyectos de 
ley en el Legislativo. Igualmente, y con miras a las elecciones de 2018, durante 
el 2017 el Partido Cambio Radical (CR) buscó distanciarse del presidente Santos 
(El País 2017, 10 de octubre). En octubre, y en relación con las diferencias sobre 
puntos relacionados con el sistema de justicia para la paz, CR se retiró del 
gobierno. Estos hechos diezmaron el liderazgo político de la administración 
e impidieron consolidar el respaldo necesario para la agenda de paz en el 
Congreso. En consecuencia, a finales del año solo el 18,3% de los puntos 
incluidos en el acuerdo fue implementado (OIAP 2018). 
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Los avances 

Los avances más importantes en la implementación se lograron en los puntos 
relacionados con el fin del conflicto (Kroc Institute 2017; OIAP 2018). Aspectos 
como el cese al fuego, la dejación de armas y la ubicación de miembros de las 
FARC en las zonas designadas para su desmovilización se implementaron 
en su totalidad. La misión de las Naciones Unidas recolectó 8.994 armas así 
como granadas, explosivos, minas antipersonales, entre otros (Naciones Unidas 
2017, aparte 23). Estos avances tuvieron importantes consecuencias. El cese 
del conflicto con las FARC evitó la muerte de 2.796 personas, en su mayoría 
miembros de la guerrilla y de la fuerza pública (1.553 y 556 respectivamente) 
(CERAC 2017, 30 de junio). En 2017 el Hospital Militar, centro médico de las 
fuerzas armadas, recibió 24 personas heridas en combate, una disminución 
importante considerando que en 2012 el número de heridos en combate 
atendidos en este hospital fue de 388 (Presidencia de la República 2017, 23 de 
noviembre). También, y como se aprecia en la Figura 1, el número de homicidios 
registrado a nivel nacional disminuyó durante 2017 (Ministerio de Defensa 
2018). 

Figura 1. Homicidios a nivel nacional en Colombia 2011-2017 
1 

 

 
  Fuente: Ministerio de Defensa (2018: 9)

Igualmente, se avanzó significativamente en la reincorporación política de las 
FARC, ya que se reglamentaron la amnistía y los indultos, resolviendo así la 
situación jurídica de los guerrilleros acusados de rebelión y delitos afines (El 
Espectador 2017, 20 de julio). Además, se creó el partido político de la guerrilla: 
el movimiento Fuerza Alternativa Revolucionaria del Común (FARC), el cual 
tendrá 10 curules en el Congreso (5 en la Cámara y 5 en el Senado) por dos 
periodos legislativos: 2018 y 2022. 
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De otro lado, y aunque la implementación con relación al punto de víctimas 
tan solo fue del 9% (OIAP 2018), las normas adoptadas en este tema fueron 
importantes. Primero, se creó el Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación 
y no Repetición, que contiene agencias como la Unidad Especial de Búsqueda 
de Personas Desaparecidas, la Comisión para el Establecimiento de la Verdad, la 
Jurisdicción Especial para la Paz-JEP (que incluye el Tribunal para la Paz), entre 
otras. También fueron nombrados los magistrados del Tribunal para la Paz y su 
presidente, así como los directores de la Comisión para el Esclarecimiento de la 
Verdad y la Unidad de Búsqueda (Verdad Abierta 2017, 23 de noviembre). 

El trámite institucional del Sistema de Justicia del post-acuerdo no se dio sin 
sobresaltos: la aprobación de la JEP generó gran polarización e inclusive, como 
se mencionó, la salida de Cambio Radical de la coalición partidista del gobierno. 
Por ende, hubo dos grandes cambios en este tema. Primero, la norma estatutaria 
que regula la JEP aprobada por el Congreso prohibió a personas que hubiesen 
defendido a víctimas de violaciones de derechos humanos (en tribunales 
nacionales e internacionales) posicionarse como magistrados en el Tribunal de 
Paz. Esta discriminación contra los defensores de derechos humanos motivó 
críticas por parte de varias organizaciones (El Espectador 2017, 16 de noviembre). 
Segundo, y en contravía de lo pactado en el acuerdo, la Corte Constitucional 
eliminó la competencia de la JEP para juzgar a los no combatientes acusados 
de crímenes cometidos durante el conflicto. La decisión fue rechazada por las 
organizaciones de víctimas, que esperaban que la JEP resolviera varios de los 
casos contra terceros involucrados en el conflicto (Verdad Abierta 2017, 16 de 
noviembre). 

Finalmente, el respaldo de la Corte Constitucional al acto Legislativo 02 de 
2017 fue también un avance. Esta norma garantiza la estabilidad jurídica del 
Acuerdo Final, y asegura que las tres futuras administraciones presidenciales 
respeten, financien y ejecuten los acuerdos (Semana 2017, 11 de octubre). El 
pronunciamiento de la Corte fue especialmente importante tras un año de 
creciente incertidumbre y pocos logros en materia de implementación. 

Los temas pendientes 

Si bien es cierto que la desmovilización de las FARC y su transformación en 
partido político se cumplieron, la reincorporación social y económica no avanzó 
de la misma manera. Las zonas a las cuales se desplazaron los individuos 
desmovilizados presentaron falencias importantes. Varias no contaban con 
infraestructura básica y algunos fueron ubicados en territorios con alta 
presencia de bandas criminales y explotación ilegal de recursos (cocaína y oro) 
(Álvarez y Pardo 2017). Adicionalmente, la demora en el desembolso de los 
recursos necesarios para programas de reincorporación generó un alto grado 
de desconfianza entre los desmovilizados. Se estima que tan solo un 45% de los 
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8.000 desmovilizados que entregaron las armas en mayo permanecieron en las 
zonas especiales (Misión de Verificación ONU, 2017). 

De otro lado, varias de las reformas necesarias para la implementación de 
temas importantes para la consolidación de la paz no lograron concretarse, 
especialmente la reforma rural integral (RRI). El asunto de la tierra en el país es 
bastante complejo: Colombia presenta la mayor desigualdad en la distribución 
de tierras en América Latina (OXFAM 2017: 13). Debido a la importancia del 
tema del territorio para la solución del conflicto, la RRI incluyó tres ejes: el acceso 
y uso de la tierra, la creación de planes nacionales de reforma rural integral 
y la creación de Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial (PDETs). La 
implementación de los dos primeros ejes fue bastante baja: solo un 4% de las 
acciones necesarias en el tema de acceso y uso de la tierra fue implementado 
“plenamente” (Kroc Institute 2017: 40). En cuanto a los Planes Nacionales, al 
final de 2017 ninguna de las disposiciones que iniciaron tramite durante este 
año fueron ejecutadas (Kroc Institute 2017: 45). 

Pese a la baja implementación de la RRI, hubo avances en los Programas de 
Desarrollo con Enfoque Territorial (PDETs). Creados a través de Decreto del 
Gobierno en mayo (Decreto Ley 893), los PDETS buscan involucrar en la 
reforma rural a la población de las áreas más afectadas por el conflicto armado, 
la pobreza, la presencia de economías ilícitas y la debilidad institucional 
(Presidencia 2017, 17 de julio). Si bien la Agencia de Renovación del Territorio 
(ART), encargada de la implementación de los PDETs, ha hecho presencia en la 
mayoría de los territorios, el esfuerzo institucional no se articuló adecuadamente 
con planes existentes o con otras iniciativas relacionadas con diversos puntos 
del acuerdo de paz (Abril y Uribe 2018). De otro lado, la falta de claridad sobre 
la implementación de los PDETs generó incertidumbre entre la población 
(Junieles 2017). Los PDETs son un punto clave de la transformación del campo 
en Colombia. Si bien las negociaciones con las comunidades avanzaron durante 
2017, 2018 será clave para la implementación de estos programas. 

El otro gran tema en el que se avanzó apenas parcialmente fue el de las drogas 
ilícitas. Pese a que el acuerdo incluyó temas relacionados con el narcotráfico 
y la salud pública, el gobierno se concentró en la sustitución de cultivos. Para 
2017 la meta fijada fue la erradicación de 100 mil hectáreas de cultivos a través 
de planes de sustitución voluntaria y erradicación forzada (El Tiempo 2017, 9 
de enero). Para esto se creó el Programa de Nacional Integral de Sustitución de 
Cultivos de Uso Ilícito (PNIS) responsable de la coordinación de la sustitución 
voluntaria. 
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Tabla 1. Área Neta Cultivos de Coca

Número de hectáreas con cultivos de coca

2012 2013 2014 2015 2016

Oficina de las Naciones 
Unidas contra la Droga y 
el Delito (UNODC)

47.790 48.189 69.132 96.084 146.139

Departamento de Estado, 
Estados Unidos 78.000 80.500 112.000 159.000 188.000

Fuente: Beittel (2017: 35) y UNODC (2017: 24)

Priorizar la sustitución fue una decisión relacionada con el inusitado aumento 
en el área de cultivos ilícitos. Como se muestra en la Tabla 1, en 2016 se 
registraron 146 mil hectáreas de cultivos de coca, lo que hizo de Colombia el 
mayor productor de cocaína en el mundo (UNODC 2017). Debido a esto, el 
gobierno centró sus esfuerzos en la sustitución y erradicación, dejando de lado 
las otras iniciativas incluidas en este tema. 

El progreso en la erradicación de cultivos presentó varios problemas. Durante 
el año, el PNIS firmó acuerdos con 127 mil familias, de las cuales 54 mil fueron 
vinculadas al programa de sustitución (Garzón y Suárez 2018: 6). Si bien los 
planes contemplan la entrega de recursos financieros y técnicos, procedimientos 
burocráticos entorpecieron dicho desembolso (Fundación Paz y Reconciliación 
2017: 13). Las denuncias por el incumplimiento del gobierno se incrementaron 
con el correr del año y generaron desconfianza entre las comunidades cocaleras 
(El Espectador 2017, 13 de septiembre). 

La inseguridad obstaculizó también la erradicación de cultivos. En las regiones 
donde se adelantó la sustitución de cultivos la inseguridad aumentó un 33% 
(Garzón y Suárez 2018: 26). Este incremento se explica en parte por dos razones. 
En primer lugar, ante la falta de presencia estatal, los territorios anteriormente 
controlados por las FARC se convirtieron en escenario de disputa entre varios 
actores: las disidencias de las FARC, cuyo tamaño oscila entre ochocientos o mil 
individuos (El Tiempo 2017, 25 de octubre; Méndez 2017; The International Crisis 
Group 2017: 3); el Ejército Popular de Liberación (EPL), el Ejército de Liberación 
Nacional (ELN),2 las organizaciones criminales y los grupos paramilitares 
(Corporación Nuevo Arco Iris 2017). El gobierno respondió a esta violencia con 
operaciones militares encaminadas a neutralizar los grupos ilegales así como 
consolidar la presencia militar (El Tiempo 2017, 27 de septiembre). 

La inseguridad también aumentó debido a los conflictos generados por 
la estrategia de erradicación forzada realizada por el ejército. En varias 

2	 Como se menciona más adelante, durante 2017 la administración del presidente Santos sostuvo negociacio-
nes con esta organización; pese a esto, las acciones bélicas continuaron. 
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oportunidades, las comunidades resistieron la presencia militar, lo que ocasionó 
enfrentamientos que en oportunidades culminaron en la muerte de varios 
campesinos (Garzón y Suárez 2018: 17; De Justicia 2017). El representante 
en Colombia de la Oficina de Naciones Unidas contra la Droga y el Delito 
expresó preocupación por el uso de medidas represivas en varias operaciones 
de erradicación forzosa (El Espectador 2017, 3 de noviembre). Los conflictos 
también se generaron debido a problemas de coordinación entre las instituciones 
estatales responsables de la sustitución voluntaria y la erradicación forzada. 
Las denuncias de campesinos cocaleros evidenciaron que unidades del ejército 
intentaron ejecutar labores de erradicación en territorios de comunidades que 
firmaron acuerdos de erradicación voluntaria con el PNIS (El Espectador 2017, 
13 de septiembre). 

Pese a estos problemas, al final del año el gobierno presentó un balance 
positivo. Según cifras reportadas por el Ministerio de Defensa, 52 mil hectáreas 
de cultivos de coca fueron erradicadas en 2017 (Ministerio de Defensa 2018: 
40). Los datos presentados por el PNIS sugieren que la sustitución voluntaria 
alcanzó unas 124 mil hectáreas de coca (Alta Consejería Presidencial para 
el Postconflicto 2017). Empero, otras fuentes sostienen que la información 
disponible hace imposible estimar el número de hectáreas erradicadas de forma 
voluntaria (Garzón y Suárez 2018). Más allá de las cifras, el primer año de la 
sustitución mostró varias dificultades: la falta de coordinación entre agencias del 
gobierno, la dilación en la entrega de recursos, así como el desequilibrio entre 
la sustitución y las medidas de largo aliento necesarias para cambiar la realidad 
rural Colombiana. Los recursos asignados por el gobierno para infraestructura 
han sido importantes pero no suficientes. Una estrategia menos centrada en el 
corto plazo de la erradicación hubiera permitido usar recursos para mejorar las 
condiciones productivas en las zonas cocaleras e incrementar la legitimidad del 
Estado en estas regiones. 

El gran desafío: garantías para la participación  
política y el respeto a la vida 

El tema de la participación política fue incluido en el acuerdo para mejorar la 
falta de pluralismo y representación en Colombia. Los temas mencionados en 
este punto son: 1) el estatuto para la oposición política, 2) las medidas efectivas 
para promover una mayor participación política de todos los sectores, y 3) los 
mecanismos de participación política y garantías a la protesta pacífica. Según 
el reporte del OIAP, 19% de las iniciativas relacionadas con estas tres metas fue 
implementado durante el 2017, siendo el mayor logro la aprobación del estatuto 
de la oposición. 

Los intentos de la administración Santos por tramitar iniciativas relacionadas con 
este tema enfrentaron una fuerte resistencia en el Legislativo. Concretamente, 
los debates del proyecto de la reforma política y las circunscripciones de paz 
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se caracterizaron por enjundiosos choques entre la oposición y la coalición del 
gobierno (Semana 2017, 2 de diciembre). La reforma política, por ejemplo, pasó 
siete meses en el Congreso y al final se hundió por falta de apoyo. El proyecto 
de las circunscripciones de paz generó un dramático enfrentamiento entre el 
gobierno y el Senado. Este proyecto pretendía crear 16 curules temporales en 
el Congreso para corregir la falta de representación de territorios rurales y las 
zonas más afectadas por el conflicto (Fundación Paz y Reconciliación 2017: 6). 
Sin embargo, como se discute más adelante, el proyecto no logró aprobarse. 
Las fallas en estos dos proyectos evidenciaron la incapacidad del gobierno de 
persuadir a la clase política y al país de la necesidad de implementar uno de 
los puntos importantes del acuerdo, como es la ampliación de la participación 
política. Más aún, la oposición acérrima a estos proyectos es una muestra de 
la falta de apoyo por parte de la clase política a cualquier intento por ofrecer a 
las víctimas del conflicto una oportunidad directa para participar en la política 
nacional. 

De otro lado, la implementación de medidas relacionadas con la seguridad de 
líderes sociales y excombatientes, también incluidas en el punto de participación 
política, fue bastante baja (Kroc Institute 2017: 30). El principal avance fue la 
creación del Sistema Integral de garantías de Seguridad para el Ejercicio de 
la Política (SISEP). Este sistema incluye un conjunto de protecciones para los 
movimientos sociales y los defensores de derechos humanos. En el sistema se 
articulan agencias de la Policía Nacional, el Ministerio del Interior y la Fiscalía. 
De todas formas, el SISEP no funcionó como se esperaba, en parte por su 
debilidad institucional y en parte por la falta del desarrollo de otras medidas 
necesarias para su funcionamiento (Verdad Abierta 2017, 23 de noviembre). 

Las falencias del sistema de seguridad son importantes dada la crisis en esa 
materia registrada en varios territorios del país. Dicha inseguridad tuvo 
consecuencias funestas sobre la población civil de territorios tradicionalmente 
azotados por el conflicto. El Alto Comisionado de las Naciones Unidas para 
los Derechos Humanos en Colombia afirmó que durante 2017 la violencia 
contra líderes sociales produjo 441 ataques y 121 asesinatos (El Tiempo 2018, 
20 de marzo). Organizaciones no estatales estiman que el número es más alto y 
llega a los 191 asesinatos (Indepaz y Marcha Patriotica 2018; Programa Somos 
Defensores 2018: 62; González y Delgado 2018). Al parecer, las víctimas venían 
preparándose para asumir tareas de liderazgo en el marco de la apertura 
política incluida en el acuerdo. Investigaciones también indican que fueron 
individuos que resistieron las acciones de actores armados (El Espectador 2018, 
18 de febrero; Indepaz et al. 2017: 47). Por ende, puede decirse que la violencia 
contra líderes sociales no es aislada sino sistemática.
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Mapa 1. Asesinatos a defensores y defensoras de derechos humanos por 
departamentos 2017 

Fuente: Gonzáles y Delgado (2018)

Como respuesta a este problema, en diciembre el Ministerio de Defensa lanzó 
el plan Orus que buscaba reforzar la presencia militar en varios municipios 
del país (El Colombiano 2017, 11 de diciembre). El mismo mes, el ministro de 
Defensa afirmó que los asesinatos se debían a problemas personales (“líos de 
faldas”) y no a un ataque sistemático (El Espectador 2017, 17 de diciembre). Lo 
anterior demuestra la fórmula del gobierno para enfrentar la violencia contra 
líderes sociales, que consiste principalmente en medidas de seguridad que no 
se acompañan con autoridades civiles necesarias para investigar la naturaleza 
de los crímenes. Adicionalmente, al desconocer la naturaleza sistemática de los 
ataques, el gobierno contribuyó a estigmatizar y deslegitimizar la labor de los 
líderes sociales, lo que exacerbó el clima existente de impunidad de los crímenes 
contra defensores de derechos humanos. Cifras disponibles indican que el 87% 
de los actos cometidos contra defensores de derechos humanos entre el 2009 y 
el 2016 no ha sido resuelto (Programa somos Defensores 2017: 1). 
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Figura 2. Líderes asesinados por mes 2017
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Fuente: Somos Defensores (2018) 

En sistemas democráticos, la protección del respeto a la vida de los líderes 
sociales es responsabilidad del Estado. Pese a que el acuerdo enfatizó la 
necesidad de crear mejores condiciones para la defensa de los derechos humanos 
y la participación democrática, el gobierno no demostró su compromiso con 
este punto. La administración Santos desatendió las denuncias sobre estos 
ataques y adoptó una política poco contundente con relación a las garantías 
para los derechos humanos. Debido a que los líderes estaban involucrados con 
temas incluidos en el Acuerdo como la ampliación de la participación política, 
la reforma rural y los cultivos ilícitos, la falta de acción para responder a esta 
crisis cuestiona la voluntad del gobierno de dar cumplimiento a las reformas 
incluidas en estos temas, lo cual pone en peligro la viabilidad de la paz.

Negociaciones con el Ejército de Liberación Nacional (ELN) 

Las negociaciones con esta guerrilla se iniciaron en febrero y progresaron 
lentamente debido a las diferencias en los temas del secuestro y el cese al fuego 
(Gómez 2017). Finalmente, el cese al fuego comenzó en octubre de 2017. Sin 
embargo, los enfrentamientos con bandas criminales y otras guerrillas no se 
detuvieron, así como tampoco las acusaciones de ambas partes sobre la violación 
del cese (Jiménez 2017: 15). Al respecto, al menos dos violaciones por parte del 
ELN fueron documentadas (CERAC 2017, 1 de diciembre). En diciembre, el jefe 
negociador del gobierno, Juan Camilo Restrepo, renunció a su posición (CNN en 
Español 2017, 5 de diciembre). Debido a estos hechos, el año cerró con grandes 
preguntas sobre la viabilidad del proceso de paz con esta guerrilla. 
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III.	 ECONOMÍA 

Para la economía nacional, 2017 fue un año difícil. Las estadísticas indican que 
los sectores de la minería, construcción e industria no crecieron, mientras que 
los sectores agrícolas, de establecimientos financieros y seguros, y el sector 
de servicios sociales, comunales y personales lograron un buen desempeño 
(DANE 2018: 3). El Producto Interno Bruto (PIB) creció tal solo en un 1,8%, cifra 
inferior a los índices alcanzados en 2016 (2%) y 2015 (3,1%). Aunque modesto, 
el crecimiento de la economía colombiana superó el promedio de crecimiento 
regional que para 2017 fue del 1,3% (CEPAL 2017). 

La falta de dinamismo en la economía impactó en el desempleo y la inflación. 
Para el 2017 la tasa de desempleo en Colombia fue del 9,4%, cifra ligeramente 
superior al 9,2% registrado en el 2016 (DANE, 2017a). La inflación fue del 4,09%, 
superando la meta del 3% fijada por el Banco de la República. Según esta entidad, 
el incremento en el Índice de Precios se debió a la reforma tributaria de 2016 y 
a la variación en precios en sectores relacionados con diversión, educación y 
comunicaciones (Banco de la República 2018: 52). 

Otros eventos de 2017 evidenciaron la inconformidad con la calidad de vida en 
algunas partes del país e impactaron en la economía. Continuando las protestas 
sociales que caracterizan a la administración Santos (Montilla 2014: 107), 
durante el año las comunidades de Quibdó (El Chocó) y Buenaventura (Valle 
del Cauca) se declararon en paro cívico. En El Chocó, 59,8% de la población 
vive en condiciones de pobreza y el índice de necesidades insatisfechas es de 
79,19% (DANE 2017b). En Buenaventura, cerca del 66% de la población vive 
en condiciones de pobreza (El Tiempo 2017, 10 de mayo). Debido a que este 
municipio es la entrada de la mitad de los productos importados en Colombia, 
el paro en Buenaventura generó pérdidas cercanas a los 300 mil millones de 
pesos (Semana 2017, 6 de junio). Los paros no cesaron hasta que el gobierno 
se comprometió a invertir recursos en infraestructura y servicios hospitalarios 
(Vargas 2017).

En octubre, la Asociación Colombiana de Aviadores Civiles (ACDAC) convocó a 
los pilotos de la aerolínea Avianca a un cese de actividades que se convirtió en la 
huelga más larga en la historia del país. El pulso entre ACDAC y la dirección de 
la empresa tardó 51 días en resolverse, y le ocasionó a Avianca pérdidas cercanas 
a los 300.000 dólares por día. Asimismo, la Asociación Hotelera y Turística de 
Colombia estimó pérdidas de 13.000 millones de pesos y la Asociación Nacional 
de Agencias de Viajes reportó que las agencias dejaron de recibir cerca de 50 
millones de dólares (Semana 2017, 22 de noviembre).

IV.	 COMPOSICIÓN DEL GOBIERNO

En 2017, los bajos niveles de aprobación de los ministros así como la época 
preelectoral impusieron al gobierno la necesidad de recomponer el equipo de 
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trabajo. Precisamente, los primeros cambios en el gabinete fueron generados 
por motivos electorales: Jorge Eduardo Londoño, ministro de Justicia y Derecho; 
Clara López, ministra de Trabajo; Aurelio Iragorri, ministro de Agricultura, 
y Juan Fernando Cristo, ministro del Interior, se retiraron del gabinete para 
participar en las elecciones de 2018 (El Espectador 2017, 5 de mayo; El Tiempo 
2017, 22 de abril). El relevo en la cartera del Interior representó para el gobierno 
una pérdida importante. Cristo desempeñó un papel clave en el trámite de las 
iniciativas relacionadas con el Acuerdo de Paz en el Congreso (Semana 2017, 6 
de mayo). El presidente designó al entonces viceministro del interior, Guillermo 
Rivera Flórez, como titular de esta cartera (Presidencia 2017, 25 de mayo). 

Tabla 2. Gabinete ministerial

Ministerio Nombre Partido Región

Agricultura Aurelio Iragorri La U Cauca

Juan Guillermo 
Zuluaga La U Meta

Ambiente y Desarrollo 
Sostenible Luis Gilberto Murillo Cambio 

Radical Choco

Comercio, Industria y 
Turismo María Lacouture La U Magdalena

María Lorena 
Gutiérrez Independiente Bogotá

Cultura María Garcés Conservador Valle del 
Cauca

Defensa Nacional Luis Carlos Villegas Liberal Risaralda

Educación Yaneth Giha La U Atlántico

Hacienda y Crédito 
Público Mauricio Cárdenas Conservador Bogotá

Interior Juan Fernando Cristo Liberal Norte de 
Santander

Guillermo Rivera 
Flórez Liberal Putumayo

Justicia y Derecho Jorge Eduardo 
Londoño Alianza verde Boyacá

Enrique Gil Botero Conservador Antioquia

Minas y Energía Germán Arce Zapata Conservador Valle

Relaciones Exteriores María Ángela Holguín Independiente Bogotá

Salud y Protección Social Alejandro Gaviria Independiente Antioquia

Tecnologías de 
Información y las 
Comunicaciones

David Luna Liberal Bogotá



PAOLA FAJARDO-HEYWARD

246

Ministerio Nombre Partido Región

Trabajo Clara López Polo 
Democrático Bogotá

Griselda Restrepo Liberal Valle

Transporte Jorge Eduardo Rojas La U Caldas

Germán Cardona Liberal Caldas

Vivienda, Ciudad y 
Territorio Elsa Nogera CR Atlántico

Jaime Pumarejo CR Atlántico

Camilo Sánchez Ortega Liberal Bogotá

Fuente: elaboración propia

A mediados de julio, todos los ministros renunciaron a sus cargos, lo 
que permitió al gobierno reconstituir el gabinete para el último año de 
administración (Semana 2017, 19 de julio). En el mes de agosto, el gobierno 
anunció cuatro nuevos nombramientos. En el Ministerio de Comercio, el 
presidente nombró a María Lorena Gutiérrez, quien había trabajado con la 
administración como Consejera Presidencial para el Buen Gobierno y Secretaria 
General de la Presidencia (La Silla Vacía 2017). Germán Cardona fue designado 
como ministro de Transporte, posición que ya había ocupado en 2010. Como 
ministro de Agricultura, el presidente nombró a Juan Zuluaga, que era director 
de Seguimiento y Evaluación de los Acuerdos de Paz de la Presidencia (Semana 
2017, 3 de octubre). Finalmente, en el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio 
fue designado Jaime Pumarejo. Sin embargo, en octubre, Pumarejo renunció 
debido a la ruptura de su partido, Cambio Radical, con el gobierno. Camilo 
Sánchez, Alto Consejero Presidencial para las Regiones, fue designado como 
ministro de Vivienda (Semana 2017, 10 de octubre).

Al cerrar el año, el gabinete ministerial lo conformaban cinco mujeres (31%) y 
once hombres (69%). En general, los cambios pretendieron rodear al gobierno 
de funcionarios afines a la administración y representar a los partidos de la 
coalición gobernante. Así, el Partido Liberal y el Partido de la U concentraron la 
mayoría de las posiciones en el gabinete, especialmente después de la fractura 
con Cambio Radical. El resto de los cargos quedó en manos de miembros del 
Partido Conservador e independientes. 

V.	 PRODUCCIÓN LEGISLATIVA: EL FRACASO DE LA 
APROBACIÓN EXPEDITA 

Durante 2017 las labores legislativas se concentraron en la implementación del 
Acuerdo de Paz. Como se mencionó anteriormente, la gestión del gobierno 
Santos en el Congreso fue entorpecida por la dinámica preelectoral, la falta 
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de capital político de la administración y los altos niveles de polarización en 
el Congreso. Durante este año, el gobierno radicó 24 propuestas relacionadas 
con el acuerdo en el Legislativo. Solo nueve de estas fueron aprobadas (OIAP 
2018). Durante el primer semestre legislativo, el Congreso tramitó normas 
relacionadas con la participación política de la FARC, así como la seguridad 
jurídica de la nueva agrupación. 

Tabla 3. Normatividad aprobada durante el fast track

Norma Asunto Relación con el 
acuerdo de paz

Ley 1830 de 2017. Por medio de la 
cual se adiciona un artículo transi-
torio a la Ley 5 de 1992

Autoriza tres voceros en la 
Cámara y tres en el Senado 
para hacer el seguimiento 
a la implementación del 
acuerdo

Punto 3 - Fin del 
conflicto

Ley 1865 de 2017. Por medio de la 
cual se exceptúa a la Unidad Na-
cional de Protección (UNP) de lo 
dispuesto en el artículo 92 de la Ley 
617 de 2000

Autoriza ampliar planta de 
personal de la UNP, permi-
te a los desmovilizados ser 
formados como escoltas, 
ingresar a la planta de la 
UNP. Autoriza seguridad a 
desmovilizados de las Farc

Punto 3 - Fin del 
conflicto

Proyecto de Ley Estatutaria No. 03 
de 2017. Por medio de la cual se 
adopta el Estatuto de la Oposición 
Política y algunos derechos a las 
agrupaciones políticas indepen-
dientes

El Estatuto de la Oposición 
provee el marco general 
para el ejercicio del derecho 
a la oposición. También 
describe mecanismos para 
su protección

Punto 2 - Partici-
pación política

Proyecto de ley Estatutaria de la 
Administración de Justicia en la Ju-
risdicción Especial para la Paz (JEP)

Desarrolla el componente 
de Justicia estableciendo 
sus principios; su compe-
tencia material, personal y 
temporal; su estructura; las 
funciones del Tribunal para 
La Paz y la de las tres salas 
que componen la JEP

Punto 5 - Vícti-
mas

Acto legislativo 01 de 2017. Por 
medio del cual se crea un título 
de disposiciones transitorias de la 
Constitución para la terminación 
del conflicto y la construcción de 
una paz estable y duradera

Creó el Sistema Integral de 
Verdad, Justicia, Reparación 
y No Repetición que está 
compuesto por Comisión 
para el Esclarecimiento de 
la verdad, Unidad para la 
búsqueda de personas des-
aparecidas y Jurisdicción 
Especial para la Paz (JEP)

Punto 5 - Vícti-
mas
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Norma Asunto Relación con el 
acuerdo de paz

Acto legislativo 02 de 2017. Por me-
dio del cual se adiciona un artículo 
transitorio a la Constitución con el 
propósito de dar estabilidad y se-
guridad jurídica al Acuerdo Final

Este acto brinda seguridad 
jurídica al acuerdo y obliga 
a las próximas adminis-
traciones a preservar y 
cumplir los contenidos del 
acuerdo. 

Punto 6 - Imple-
mentación

Acto legislativo 03 de 2017. Por 
medio del cual se regula parcial-
mente el componente de reincor-
poración política del Acuerdo Final 
para la terminación del conflicto y 
la construcción de una paz estable 
y duradera.

Establece garantías para la 
reincorporación política de 
la FARC, creación del par-
tido político para las FARC 
con personería jurídica y 
garantías legales. 

Punto 3 - Fin del 
conflicto

Acto legislativo 04 de 2017. Por el 
cual se adiciona el artículo 361 de la 
Constitución Política

Modifica el sistema general 
de regalías para proveer 
fondos a proyectos para la 
implementación del Acuer-
do de Paz y la amnistía

Punto 6 - Imple-
mentación

Acto Legislativo 05 de 2017. Por 
medio del cual se dictan disposi-
ciones para asegurar el monopolio 
legítimo de la fuerza y del uso de 
las armas por parte del Estado

Reitera el monopolio le-
gítimo de la fuerza por el 
Estado; prohíbe la creación, 
promoción, financiación y 
otras formas de respaldo a 
grupos armados ilegales

Punto 3 - Fin del 
conflicto

Fuente: Fundación Paz y Reconciliación (2018) y Congreso de la República de Colombia (n.d.)

Los debates en el Congreso en la segunda parte del año se tornaron más complejos 
debido a los cambios en el procedimiento de aprobación expedita adoptados 
por la Corte Constitucional (Corte Constitucional 2017). Específicamente, la 
Corte eliminó la necesidad de votar las iniciativas en bloque, lo que permitió al 
Congreso discutir iniciativas artículo por artículo. En segundo lugar, removió el 
requisito del aval del gobierno para realizar cambios en los proyectos. Este último 
punto permitió una intervención más directa por parte de los representantes 
durante los debates del fast track (El Tiempo 2017, 12 de junio). Los cambios 
generaron debates más intensos y complejos, lo que llevó a rupturas entre las 
alianzas partidistas. Esto redujo las oportunidades para encontrar consensos 
que posibilitaran la aprobación de varios proyectos (Verdad Abierta 2017, 2 de 
diciembre). 

El periodo legislativo especial concluyó a finales de noviembre con un balance 
regular. En relación con el tema agrario, el gobierno radicó cinco proyectos de 
ley. Solo el de Regalías para el Postconflicto fue aprobado (Chaverra 2017). De la 
misma manera, los debates relacionados con el proyecto de la reforma política y 
electoral y el proyecto para las circunscripciones de paz evidenciaron diferencias 
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entre las bancadas en el Congreso y la ya mencionada falta de capacidad política 
por parte de la administración (Semana 2017, 2 de diciembre). Un ejemplo del 
extremo enfrentamiento entre Ejecutivo y Legislativo fue el debate para la 
aprobación de las circunscripciones de paz. El proyecto de ley que se debatió 
en el Senado obtuvo cincuenta votos a favor y siete en contra. Para el Senado, el 
número de votos no constituye una mayoría absoluta ya que esta colectividad 
está compuesta por 102 senadores. Sin embargo, para el gobierno los votos 
obtenidos sí representaron una mayoría, ya que en el momento de la votación tres 
senadores se encontraban suspendidos. Así, el gobierno consideró el proyecto 
aprobado pero el Senado no (Uprimny 2017). Aunque la administración Santos 
agotó todos los recursos legales, al final la decisión del Senado se mantuvo y el 
proyecto fue rechazado (Espitia 2018).

VI.	 ENTORNO INTERNACIONAL

Durante 2017 dos actores externos incidieron de manera directa en la gestión de 
la administración Santos: Estados Unidos y Venezuela. Esta sección repasa la 
evolución en las relaciones bilaterales con estos países. 

Estados Unidos y Colombia: las drogas y el apoyo a la paz 

El inicio de la administración de Donald Trump alteró la relativa calma que 
caracterizó las relaciones entre Estados Unidos y Colombia durante los 
últimos años. Para el gobierno colombiano, contar con el respaldo de la 
nueva administración de Estados Unidos era importante para asegurar la 
continuidad de la ayuda económica y militar provenientes de este país. Aunque 
los temas principales de la agenda bilateral no cambiaron sustancialmente, la 
administración Trump sí alteró su orden de prioridades. Al igual que anteriores 
administraciones del Partido Republicano, bajo el gobierno de Trump la lucha 
antinarcóticos y el papel de los actores ilegales en el tráfico de drogas ganaron 
mayor relevancia que el apoyo a las políticas de paz y los derechos humanos. Así, 
la primera visita del presidente Santos a la Casa Blanca en mayo buscó calibrar 
el apoyo de Estados Unidos al proceso de paz. El balance del primer encuentro 
entre los mandatarios fue positivo; el presidente Trump y varios miembros del 
Congreso elogiaron la gestión de Santos (Semana 2017, 18 de mayo).

Con respecto a los recursos para la paz, el 2017 dejó dos noticias positivas 
para Colombia. Primero, el Congreso de Estados Unidos aprobó el paquete 
de ayuda requerido durante 2016 por la administración Obama, que otorgó 
al país 450 millones de dólares. Esta cifra incluye 391 millones en ayuda y 
dineros provenientes de programas antinarcóticos y otras iniciativas. Segundo, 
Colombia salió beneficiada durante la negociación para definir el presupuesto 
del año 2018: contrariando los deseos de Trump, el Congreso norteamericano no 
recortó los montos de ayuda exterior. Esto favoreció a Colombia, pues aseguró 
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recursos importantes para la implementación de la paz (Gaytan y Naylor 2017; 
Orozco 2017).

El otro punto que dominó la agenda bilateral fue la lucha antinarcóticos. El 
tema venía generando tensiones desde 2015, cuando Colombia suspendió 
la fumigación aérea de cultivos ilícitos (Forero 2015). En esa oportunidad, el 
embajador de Estados Unidos Kevin Whitaker mencionó su preocupación 
por el impacto de la nueva estrategia (El Espectador 2016, septiembre 7). Una 
vez conocido el mencionado aumento en la producción de cocaína, la presión 
desde la Casa Blanca se hizo más contundente. Durante su visita a Colombia, 
el vicepresidente de Estados Unidos Mike Pence reiteró la preocupación 
por el incremento de los cultivos ilícitos (El Espectador 2017, 14 de agosto). 
Posteriormente, en un memorando al Secretario de Estado, el presidente Trump 
expresó que había considerado designar a Colombia como país no cooperante 
en la lucha antinarcóticos (Asmann 2017). De ser así, Colombia perdería parte 
de la ayuda de Estados Unidos. El gobierno de Santos defendió los logros de 
sus políticas antinarcóticos, esperando neutralizar la percepción generalizada 
entre sectores políticos de Estados Unidos sobre el la falta de cumplimiento de 
los acuerdos por parte de las FARC (Clavel 2017; Peña 2017). 

Es claro que el tema antinarcóticos cobrará importancia en el futuro. La 
desconfianza hacia las FARC (aún en la lista de organizaciones terroristas del 
Departamento de Estado), y por extensión al Acuerdo de Paz, puede costarle a 
Colombia recursos necesarios para su implementación. 

La crisis en Venezuela

La crisis venezolana generó en 2017 la ola migratoria más grande de la historia 
colombiana.3 En este año la migración desde ese país aumentó en un 62% 
(Oficina de Migraciones 2018). El flujo de migrantes generó presiones sociales y 
económicas en las regiones limítrofes y en las principales ciudades del país que 
demandaron recursos importantes de la administración Santos. La incapacidad 
para atender a la crisis de refugiados deterioró la salud pública e incrementó 
actividades ilegales como el narcotráfico y crimen organizado (El Tiempo 2017, 
30 de marzo). Adicionalmente, la población venezolana impactó la competencia 
laboral: la mano de obra venezolana (a veces sin documentos) ha empezado a 
desplazar la colombiana en varias ciudades (Vanguardia 2017, 27 de diciembre). 

A nivel diplomático, las relaciones bilaterales cambiaron durante 2017. Si bien 
la administración venezolana jugó un papel positivo durante el inicio de las 
negociaciones con las FARC en 2012, durante 2017 las declaraciones del presidente 
Nicolás Maduro pusieron a prueba la diplomacia colombiana. La ministra de 

3	 La crisis venezolana no es el objeto de este artículo, para una revisión de este tema se sugiere Cannon y 
Brown (2016). 
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Relaciones Exteriores, María Angela Holguín, enfrentó cuidadosamente la crisis 
migratoria y los fuertes pronunciamientos del presidente Maduro. En junio, el 
gobierno anunció que el embajador colombiano no regresaría a Venezuela (El 
Tiempo 2017, 31 de julio). En julio, Colombia firmó la Declaración de Lima, en 
la cual varios países de la región declararon que Venezuela había dejado de ser 
una democracia debido a los problemas presentados en las elecciones en ese país 
(BBC 2017, 9 de agosto). En agosto, el presidente Santos endureció su postura a 
través de una columna en la que aseveró que la crisis en Venezuela representaba 
un problema serio para Colombia (El Tiempo 2017, 10 de noviembre; Semana 
2017, 14 de agosto). 

La crisis fronteriza plantea serios desafíos: por un lado, satisfacer las demandas 
de los migrantes requerirá recursos que el gobierno requiere para las políticas 
relacionadas con la implementación de la paz. Por otro lado, las necesidades 
económicas extremas generan un mercado de personas disponibles para 
engrosar los ejércitos ilegales, así como para la explotación de menores y 
mujeres. El Estado tendrá que invertir recursos en programas para atender y 
prevenir estos problemas.

VII.	 REFLEXIONES FINALES

Durante 2017 el gobierno colombiano enfrentó altos niveles de polarización 
política, así como la crisis de seguridad generada por la recomposición del 
poder territorial. Estos eventos obstaculizaron el cumplimiento del Acuerdo de 
Paz. Por este motivo, la incertidumbre sobre su futuro fue la constante del año. 
Los avances y deficiencias en la implementación cobran relevancia al considerar 
que 2018 es año de elecciones presidenciales y legislativas. Sin duda, los eventos 
de 2017 impactarán la agenda de la nueva administración presidencial de varias 
maneras.

Primero, la incertidumbre que caracterizó a 2017 generó desconfianza entre 
los excombatientes. Las demoras y problemas dejaron a los militantes en una 
posición bastante precaria, lo que llevó a muchos individuos a reintegrarse al 
conflicto. Si bien esto ha sucedido en otros procesos de desmovilización, para 
salvar el proceso de paz la administración deberá enviar señales contundentes 
sobre su voluntad de fortalecer la implementación. Empero, a juzgar por la 
polarización de 2017 y el limitado apoyo de los partidos políticos al Acuerdo 
de Paz, es improbable que a la nueva administración tome dicha decisión sin 
los incentivos correctos. Así, la presión para continuar con la implementación 
del acuerdo tendrá que surgir de la sociedad civil y la comunidad internacional. 
Si bien todo indica que Estados Unidos no va a ser parte de ese esfuerzo, 
otros países y diversas organizaciones internacionales podrían jugar un papel 
importante. 

Por otro lado, la incertidumbre impactó también las poblaciones de los territorios 
más golpeados por el conflicto armado y la pobreza. Mientras que hubo algunos 
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avances en torno a los PDETs y otras inversiones, la población rural aún espera 
que se cumpla lo pactado en el acuerdo. La nueva administración tendrá que 
generar programas de desarrollo que atiendan a estos sectores, de lo contrario los 
paros cívicos y demandas sociales incrementarán. La falta de presencia estatal 
en varios territorios debe ser atendida por el gobierno nacional y de la misma 
manera ocurre con el tema de la apertura política para las víctimas. Debido al 
poco capital político de la administración Santos, esta tarea le corresponderá al 
nuevo gobierno y al Congreso. Esto es más probable si sectores de la opinión 
pública nacional e internacional trabajan conjuntamente para poner a las 
víctimas en la agenda nacional. 

Lamentablemente la alarmante situación de los defensores de derechos 
humanos y líderes sociales seguirá siendo una constante en 2018. Si no se 
formula una sanción legal y social contundente en este tema, las violaciones 
a los derechos humanos continuarán. La experiencia sugiere que la presión 
de actores internacionales así como de organizaciones sociales es clave para 
detenerlas. Asimismo, la inseguridad creada por los actores relacionados con el 
tráfico ilícito de drogas y minerales será un problema para el nuevo gobierno. 
Los hechos de 2017 sugieren que este tema es más complejo de lo que se pensaba 
ya que hay múltiples actores interesados en controlar las zonas con presencia 
de estos recursos. La crisis de seguridad también demuestra que la solución a 
este problema debe ser integral y no solo militar. Lejos de seguir recurriendo a 
esquemas de seguridad, incrementar la presencia de las autoridades civiles y 
militares en las zonas que históricamente han sufrido el conflicto armado es el 
principal desafío de Colombia en 2018. Si 2017 fue el año de la incertidumbre, 
está por verse si la nueva administración y la sociedad colombiana deciden 
corregir el curso y fortalecer la implementación del acuerdo con las FARC para 
evitar así un recrudecimiento de la violencia en el país. 	
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